
Resumen: El tratamiento de las obligaciones alimenticias internacionales en la

legislación chilena se limita a la incorporación del Convenio de Nueva York de

1956. En el caso de los niños, esta exigua regulación, unida a la falta de doctrina

nacional en la materia, se traduce en dificultades para el acceso al cobro de deu-

das alimentarias desde y hacia el extranjero. Por ello, el presente artículo, mediante

el análisis de la legislación vigente, revisa las soluciones que el ordenamiento ofrece

para el cobro de las obligaciones alimenticias internacionales y propone nuevos

mecanismos que facilitan su efectividad.

Palabras clave: Convenio de Nueva York de 1956, obligaciones alimenticias,

migraciones, derechos del niño, cobro de alimentos en el extranjero.

Abstract: The regulation of international maintenance under Chilean laws is re-

stricted to the inclusion of the 1956 New York Convention. Regarding children, this

meager regulation, and the lack of national legal scholar opinions on the subject,

cause difficulties in the payment of maintenance to and from foreign countries. Cur-

rent legislation and legal solutions for international maintenance are discussed in

this paper, while new approaches are proposed for its implementation.
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Resumo: A abordagem das prestações de alimentos internacionais sob a lei chi-

lena é limitada à incorporação da Convenção de Nova York de 1956.

No caso das crianças, esta exígua regulação, junto com a falta de doutrina na-

cional na matéria, resulta em dificuldades no acesso ao cobro de dívidas alimenta-

res de e para o estrangeiro.

Por este motivo, o presente artigo, através da análise da legislação em vigor, ve-

rifica as soluções que o ordenamento oferece para a cobrança de dívidas alimenta-

res internacionais e propõe novos mecanismos para facilitar sua efetividade.
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171Las obligaciones alimenticias internacionales en favor de los niños...

Introducción

El objetivo del presente trabajo es el estudio de las obligaciones alimen-

ticias internacionales en el ordenamiento jurídico chileno, con especial con-

sideración al derecho alimentario de la niñez y con ello, determinar cuáles son

los mecanismos con los que cuentan los niños para el ejercicio de su derecho

a alimentos, ya sea de manera directa o por medio de un representante, cuando

dicha obligación tiene algún elemento internacional. Si bien el derecho de

alimentos está vinculado a otras relaciones de familia, por ejemplo, entre los

cónyuges, es especialmente importante respecto de los niños, debido a su

condición no solo de sujeto de derechos, sino también de beneficiarios de la

protección de sus padres y del Estado, con el objeto de garantizar su super-

vivencia y desarrollo.

Las obligaciones alimenticias en la esfera internacional, han sido una pre-

ocupación para los Estados desde hace ya varios años.1 Como veremos, a tra-

vés de Naciones Unidas, la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional

Privado y la Organización de Estados Americanos, se han promovido diversos

instrumentos internacionales destinados a regular materias como la competen-

cia judicial, la ley aplicable, el reconocimiento y ejecución de resoluciones ju-

diciales y la cooperación entre autoridades para la obtención de alimentos en

el extranjero.

Al respecto, el artículo 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño

(en adelante, “CDN”), reconoce el derecho del niño a tener un nivel de vida

adecuado, correspondiéndole a los padres la responsabilidad primordial de

proporcionar las condiciones de vida necesarias para sus hijos. Por ello, en el

numeral 4º del artículo 27, se exige a los Estados partes tomar medidas para

asegurar el pago de la pensión alimenticia tanto si viven en el mismo Estado

como en el extranjero, promoviendo para este último caso, la adhesión a ins-

trumentos internacionales.
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El elemento extranjero2 en estos los litigios pone de relieve la internacio-

nalización de las relaciones familiares y de parentesco, producto de la globa-

lización y la apertura del mercado económico, facilitando los movimientos

migratorios y generando relaciones entre personas de distintas culturas y na-

cionalidades. Lo anterior, representa un desafío para concretar una tutela efec-

tiva del derecho de alimentos de los niños. Se hace necesario entonces,

reconocer la validez de otros ordenamientos jurídicos y sus decisiones admi-

nistrativas o judiciales (Etel Rapallini, L., 2011).

En el caso chileno, el ordenamiento jurídico solo cuenta con un instru-

mento internacional que facilita el cobro de alimentos en el extranjero. Se

trata del Convenio de Nueva York de 1956 sobre obtención de alimentos en

el extranjero de Naciones Unidas (en adelante, “el Convenio” o “Convenio de

Nueva York”).

Dicho instrumento resulta insuficiente para asegurar el pago de la pensión

alimenticia por parte de los padres o por quienes tienen la responsabilidad eco-

nómica del niño, y en definitiva, no permite concretar la obligación del Es-

tado de tomar medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión

alimenticia de los niños, por las siguientes razones: 1) Se trata de un convenio

de cooperación, por lo tanto, no establece ni regula cuestiones sobre compe-

tencia internacional, ley aplicable o ejecución y reconocimiento de sentencias

judiciales o equivalentes jurisdiccional en materia de alimentos, que permiti-

rían por un lado ser más eficientes y rápidos en la obtención o suspensión de

la obligación de alimentos, y por otro dar mayores certezas a las partes sobre

el foro y el derecho aplicable en el que se discutirá y decidirá el conflicto de

alimentos. 2) Las funciones de la autoridad central o intermediaria son limita-

das, no se establecen plazos para su actuación ni mecanismos actualizados de

comunicación, lo que afecta el aseguramiento en el pago de la obligación ali-

menticia. 3) Finalmente, las reglas del Convenio sobre transferencias de fon-

dos internacionales son restringidas y no incorporan mecanismos actuales que

facilitarían el pago de los alimentos.

Iniciaré el trabajo analizando las fuentes y el concepto de obligación

alimenticia en la esfera internacional y presento una breve referencia al con-

tenido de la obligación alimenticia en Chile. Posteriormente, me referiré a

los problemas que plantea la obligación alimenticia en el Derecho Interna-

cional Privado chileno. Finalmente, me referiré a las posibles soluciones de
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173Las obligaciones alimenticias internacionales en favor de los niños...

lege ferenda a los problemas planteados.

Cuestiones generales sobre la obligación alimenticia internacional

El deber de los Estados de tomar medidas que aseguren el pago de la obli-

gación alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la res-

ponsabilidad financiera del niño, se desprende del derecho a un nivel de vida

adecuado, el cual se encuentra consagrado en el artículo 25.1 Declaración

Universal de Derechos Humanos, en el artículo 11 del Pacto Internacional

de Derechos Económicos, sociales y culturales, y en el artículo 27 la CDN.

Estas disposiciones, reconocen que toda persona tiene el derecho a un

nivel de vida adecuado, establecen que los padres tienen el deber primordial

de proporcionar las condiciones de vida necesarias para el adecuado desa-

rrollo de un niño, y aseveran que es el Estado quien debe tomar medidas ade-

cuadas para dar efectividad a este derecho. De este modo, se ha destacado que

“la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de

Derechos económicos, sociales y culturales y la Convención sobre los Dere-

chos del niño, reconocen entidad universal a la obligación alimentaria y su ca-

rácter de derecho humano autónomo e individual” (Kemelmajer, Herrera y

Lloveras , 2014). En el mismo sentido Cecilia Grossman ha destacado que el

derecho de los niños a los alimentos se erige como un derecho civil que nace

de la relación filial, pero es al mismo tiempo un derecho social, que exige la

tutela del Estado (Grossman, C., 2004).

El derecho de los niños a un nivel de vida adecuado, comprende asegu-

rar la salud, el bienestar, alimentación, vivienda, vestuario, asistencia mé-

dica, servicios sociales necesarios, e incluye también una mejora continua de

las condiciones de existencia. De este modo, el pago de la pensión alimenti-

cia se vincula a la satisfacción de necesidades de salud física y autonomía

del niño.3

En el caso americano, el contenido del derecho a un nivel de vida ade-

cuado, se desprende también del artículo XIV de la Declaración de Derechos

y Deberes del Hombre, que incorpora el derecho a una remuneración que

asegure un “nivel de vida conveniente”, y el Protocolo adicional a la Con-

vención Americana de Derechos Humanos, que en sus artículos 7 a) y 15

obliga a los Estados Partes tanto a garantizar “una remuneración que asegure
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como mínimo a todos los trabajadores condiciones de subsistencia digna y

decorosa para ellos y sus familias”, como a velar por el mejoramiento de la

situación moral y material de la familia.

Por su parte, el artículo 27 de la CDN agregó, que la consecución de un

nivel de vida adecuado para los niños, comprende el desarrollo físico, men-

tal, espiritual, moral y social de los niños. Por ello, y a diferencia de instru-

mentos internacionales anteriores, la CDN se centra en las necesidades de los

niños y no solo en los satisfactores de estas necesidades. Asimismo, la dis-

posición establece directrices que le dan efectividad a este derecho:

1. Afirma que la responsabilidad primordial de proporcionar las condi-

ciones necesarias para el desarrollo del niño corresponde a los padres,

en consecuencia, los alimentos constituyen un derecho nacido de una re-

lación filial.

2. Establece que los Estados tomarán medidas para ayudar a los padres

o responsables de los niños otorgando asistencia material y programas

de apoyo.

3. Determina que los Estados tomarán medidas para asegurar el pago de

la pensión alimenticia de los niños, cuando no vivan con sus padres,

promoviendo la adhesión a convenios internacionales en aquellos casos

en que padres e hijos residen en países diferentes.4

Conforme a estas y otras disposiciones, el derecho del niño a un nivel de

vida adecuado ha sido objeto de pronunciamiento en la Corte Interamericana

de Derechos Humanos. En el caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Mo-

rales y otros) Vs. Guatemala, refiriéndose a la protección del derecho a la

vida, la Corte Interamericana señaló que este derecho, “no sólo presupone

que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación ne-

gativa), sino que además requiere que los Estados tomen todas las medidas

apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación posi-

tiva)” (Niños de la Calle Vs. Guatemala, párr. 139). Agregó que “el derecho

a la vida que se consagra en el artículo 4 de la Convención Americana, no sólo

comporta las prohibiciones que en ese precepto se establecen, sino la obliga-

ción de proveer de medidas necesarias para que la vida revista condiciones

dignas” (Niños de la Calle Vs. Guatemala, párr. 144; y Opinión Consultiva

Revista de la Facultad de Derecho, No. 43, jul.-dic. 2017, 169-197

ISSN 0797-8316 / eISSN 2301-0665 / http://dx.doi.org/10.22187/rfd2017n2a7



175Las obligaciones alimenticias internacionales en favor de los niños...

Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, párr. 80).

Del análisis de las disposiciones internacionales y la sentencia previa-

mente citada, se desprende que los Estados tienen el deber de tomar medidas

que aseguren la satisfacción de las necesidades de los niños con el objeto de

preservar su vida y desarrollo. La falta de alimentos constituye una vulnera-

ción de los derechos del niño, primero por parte de los padres, quienes tienen

la responsabilidad primordial sobre el cuidado de los hijos, pero en segundo

lugar, puede constituir una vulneración por los Estados, si no ofrecen meca-

nismos apropiados para el cobro de los alimentos, poniendo a un niño en una

situación de riesgo y desamparo.

Al respecto, la efectividad del derecho al pago de la obligación alimenti-

cia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad fi-

nanciera del niño, incluye la celebración o adhesión a convenios

internacionales que permitan reclamar el pago de la obligación alimenticia

allá donde el responsable de ella se encuentre, y con ello, evitar las conse-

cuencias injustas que puede producir el incumplimiento de una obligación

alimenticia por encontrarse el deudor en el extranjero.

En consecuencia, la obligación del Estado de tomar medidas apropiadas

para asegurar el pago de la obligación alimenticia en el extranjero, implica

que el reclamo alimentario en el extranjero es un derecho humano, y su ga-

rantía requiere de la cooperación internacional (Cerdeira, J., 2009).

Por ello, se configura también un marco regulatorio internacional, con el

objeto de determinar la competencia, ley aplicable, el reconocimiento de sen-

tencias y resoluciones y la cooperación entre Estados en materia de obliga-

ciones alimenticias.

El panorama normativo internacional es amplio, ha sido objeto de un per-

feccionamiento constante, y comprende instrumentos de carácter regional y

global. De este modo, actualmente se encuentran vigentes el Convenio de 23

de noviembre de 2007 sobre el Cobro Internacional de Alimentos para los

Niños y otros Miembros de la Familia y el Protocolo de 23 de noviembre de

2007 sobre la Ley Aplicable a las Obligaciones Alimenticias de la Confe-

rencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado; Convenio de 2 de oc-

tubre de 1973 sobre Reconocimiento y Ejecución de Resoluciones relativas
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a las Obligaciones Alimenticias de la Conferencia de La Haya sobre Derecho

Internacional Privado; Convenio de 2 de octubre de 1973 sobre Ley Aplica-

ble a las Obligaciones Alimenticias de la Conferencia de La Haya sobre De-

recho Internacional Privado; Convenio de 15 de abril de 1958 sobre el

Reconocimiento y Ejecución de Decisiones en Materia de Obligaciones Ali-

menticias de la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado;

y la Convenio de 24 de octubre de 1956 sobre Ley Aplicable a las Obliga-

ciones Alimenticias respecto a Menores de la Conferencia de La Haya sobre

Derecho Internacional Privado. A nivel americano, destaca la Convención

Interamericana Sobre Obligaciones Alimentarias. Sin embargo, en Chile,

como ya hemos advertido, solo se encuentra vigente el Convenio de Nueva

York, que data del año 1956.

Breve referencia a la función de los padres de proveer alimentos a

sus hijos menores de edad en Chile

En Chile, el derecho de alimentos deriva del parentesco, y en el caso de

los niños, concretamente de la filiación. El derecho de alimentos se encuen-

tra regulado tanto en el Código Civil, como en la ley 14.908, sobre abandono

de familia y pago de pensiones alimenticias. Dichos cuerpos legales no defi-

nen el concepto de alimentos.5 Al respecto, se ha señalado que por alimentos

debe entenderse como el derecho “que la ley otorga a una persona para de-

mandar a otra, que cuenta con los medios para proporcionárselos, lo que ne-

cesite para subsistir de un modo correspondiente a su posición social, que

debe cubrir a lo menos el sustento, habitación, vestidos, salud, movilización,

enseñanza básica y media, aprendizaje de alguna profesión u oficio” (Ramos

Pazos, R., 2010).

Asimismo, el derecho a demandar alimentos se fundamenta en la reci-

procidad, cuestión que se desprende de la enumeración establecida en el ar-

tículo 321 del Código Civil,6 pues, si bien una persona tiene derecho a exigir

alimentos de otra, está última también podrá solicitarlos en caso de necesi-

tarlos, sin perjuicio de las excepciones expresamente contempladas.

Al respecto, el artículo 323 del Código Civil señala que la finalidad de los

alimentos es “habilitar al alimentado para subsistir modestamente de un modo

correspondiente a su posición social”. De ello, la doctrina destaca que la de-

terminación concreta sobre qué comprenden los alimentos es variable, “pues
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éstos han experimentado una evolución en la jurisprudencia acorde con la

evolución de lo que se entiende por necesidades básicas o fundamentales de

una persona” (Gómez de la Torre Vargas, M. 2007).7 Sin embargo, consi-

dero que para su establecimiento, es necesario contar con parámetros obje-

tivos, como las necesidades del alimentario y las facultades económicas del

alimentante.

Por su parte, la jurisprudencia se ha referido a la finalidad de los alimen-

tos. En sentencias más antiguas, los alimentos son considerados como “las

subsistencias que se dan a ciertas personas para su mantenimiento, o sea, para

su comida, habitación y aún en algunos casos, para su educación” (Corte Su-

prema de Justicia, 1946).

En la actualidad, en cambio, las sentencias contienen pronunciamientos

que se acercan más a una interpretación de los alimentos conforme a la CDN.

De este modo, la Corte de Apelaciones de Concepción expuso que “el dere-

cho de alimentos está encaminado a garantizar la subsistencia del alimenta-

rio y su fundamento radica, sin duda, en el derecho a la vida. Es sabido que

los alimentos son las subsistencias que se le dan a ciertas personas, que le

permiten subvenir a las necesidades de su existencia, que a lo menos debe cu-

brir el sustento diario, habitación, vestuario, salud, movilización, vivienda, es-

parcimiento y educación básica y media del alimentario, hasta el aprendizaje

de alguna profesión u oficio” (Corte de Apelaciones de Concepción, 2008).

La Corte de Apelaciones de Valdivia agrega que los alimentos no solo in-

cluyen los medios materiales para la existencia física de la persona, sino que

también deben permitir el resguardo de su integridad psicológica lo que in-

cluye que “el menor no puede sufrir las consecuencias de una separación, al-

terando el status social que ha tenido, lo que implica que debe, en la medida

que los ingresos del alimentante lo permitan, continuar desarrollando todas

y cada una de las actividades a las que estaba acostumbrado (actividades ex-

traprogramáticas, de entretención y comunicación con sus pares), adecuán-

dose de esta manera a las normas contenidas en la Convención sobre los

Derechos del Niño” (Corte de Apelaciones de Valdivia, 2009).

Para la tutela del derecho de alimentos se exige el cumplimiento de dos

requisitos, por un lado que el alimentario se encuentre en estado de necesi-

dad, pues conforme al artículo 330 del CC los alimentos no se deben sino en

la parte en que los medios de subsistencia del alimentario no le alcancen para
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subsistir de un modo correspondiente a su posición social y, por otro lado,

que el alimentante tenga los medios necesarios para otorgarlos, ya que “se

deberán tomar siempre en consideración las facultades del deudor y sus cir-

cunstancias domésticas” al momento de realizar la tasación de los alimentos,

en virtud del artículo 329 del CC. En el caso en que el alimentario sea un hijo

menor de edad, la ley presume que el padre o la madre tienen los medios eco-

nómicos para otorgar alimentos.8

Para que los niños puedan solicitar alimentos, quien tenga el cuidado per-

sonal del niño o sea su representante legal, tendrá la facultad de pedir ali-

mentos a través de una demanda presentada ante el Tribunal de Familia ya sea

del domicilio del demandante o demandado, a elección del alimentario, con-

forme al artículo 1 de la ley núm. 14.908 sobre abandono de familia y pago

de pensiones alimenticias.

Una vez resuelta la controversia, el ordenamiento jurídico reconoce di-

versos mecanismos para asegurar el pago de la obligación alimentaria, como

el arresto del alimentante, el arraigo del deudor de alimentos, la retención de

la devolución anual de impuestos a la renta, la suspensión de la licencia para

conducir vehículos motorizados, la revocación de los actos ejecutados por el

alimentario, con el propósito de disminuir su patrimonio y eludir el cumpli-

miento de la obligación alimenticia, y la nulidad de los actos simulados eje-

cutados por el alimentario, entre otras medidas. Asimismo, el tribunal podrá

establecer como modalidad de pago de la pensión alimenticia, la retención

del empleador por el monto fijado.9

Ahora bien, la obligación de alimentos adquiere un carácter internacional

cuando el acreedor de alimentos o el deudor de alimentos tienen distintas na-

cionalidades, su domicilio o residencia habitual se encuentran en Estados dis-

tintos, o teniéndolo en el mismo Estado, los ingresos o bienes del deudor de

alimentos se encuentran en un Estado distinto al del acreedor de alimentos.

Esta situación no es excepcional, pues la separación de la familia y su

desintegración ha tenido y seguirá teniendo particularidades (Siqueiros, J. S.,

1990), lo que impone la necesidad de establecer medidas de protección para

la parte más débil o que ha dependido de la manutención del deudor. Lo an-

terior resulta relevante para Chile, si tenemos en cuenta que la migración in-

ternacional de extranjeros hacia el país, en los últimos 30 años ha pasado de
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alrededor de 83 mil migrantes en 1982 a los 411 mil migrantes en 2014, y se

ha proyectado que cerca de 900 mil chilenos vivirían en el exterior (Minis-

terio del Interior y Seguridad Pública, 2015).

En consecuencia, las diversas formas que adquiere la familia y cuestio-

nes de índole demográficas y migratorias que la atraviesan, hacen posible

afirmar que, la legislación chilena requiere también adaptarse a nuevas for-

mas de hacer familia, en la que está presente el elemento extranjero o trans-

nacional, resguardando los vínculos familiares, y en este caso específico, el

vínculo económico y de gestión del cuidado de los niños (Valenzuela Muñoz,

V., 2015).

Competencia judicial internacional, ley aplicable y reconocimiento y

ejecución de las resoluciones judiciales extranjeras

La ratificación o adhesión a tratados internacionales que tienen como ob-

jetivo el cobro de las obligaciones alimenticias en el extranjero se insertan en

una discusión pública al interior del Estado sobre la intervención del mismo

en la vida familiar de las personas, pues implica la incorporación de meca-

nismos especiales de protección para los niños, dotando a la Autoridad Re-

mitente y a la Institución intermediaria de facultades de representación de

los acreedores, y estableciendo procedimientos especiales para que el pago de

la obligación se obtenga de manera rápida y eficaz.10

Como ya he adelantado, Chile no ha suscrito tratados internacionales sobre

competencia internacional, ley aplicable, o reconocimiento y ejecución reso-

luciones judiciales en materia de alimentos, a pesar de que a nivel regional

contamos con la Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimenta-

rias, y a nivel global, la Conferencia de La Haya ha dictado periódicamente tra-

tados relativos a la materia. Como consecuencia, carecemos de reglas

uniformes con otros Estados que contribuyan a la determinación del tribunal

competente, la ley aplicable o al reconocimiento de resoluciones judiciales, lo

que se agrava si tomamos en cuenta que, respecto de las obligaciones ali-

menticias, los Estados emplean un tratamiento dispar.11
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Competencia Internacional

La competencia judicial internacional ha sido definida como la aptitud

legal de los órganos jurisdiccionales del Estado, para conocer y resolver de las

controversias suscitadas por las situaciones privadas internacionales, perte-

necientes tanto a la jurisdicción contenciosa como a la voluntaria (Castella-

nos, E. y Rodríguez, J., 2008).

Los autores chilenos han discutido sobre la existencia o no de un con-

junto de reglas sobre competencia judicial internacional en nuestro ordena-

miento. Sin embargo, hay cierta unanimidad en afirmar que en Chile no

tendríamos disposiciones internas que permitan determinar cuál es el tribunal

competente para conocer, y juzgar un litigio civil o comercial con algún ele-

mento extranjero.12

Ley aplicable

El marco regulatorio chileno sobre ley aplicable nada dispone a cerca de

la forma de determinar el derecho extranjero aplicable a un litigio, a excep-

ción de tratados civiles o mercantiles específicos. Sin perjuicio de ello, varios

autores discuten sobre la naturaleza del derecho extranjero en Chile.

Por un lado, hay quienes señalan que el derecho extranjero es un hecho ju-

rídico, es decir, requiere ser probado en juicio. Para otros, en cambio se trata

de un derecho, y no requiere prueba, pues no sería diferente a la legislación

nacional, aplicándose directamente.13

Sin perjuicio de lo anterior, la aplicación del derecho extranjero en Chile

parece limitada por lo dispuesto en el artículo 14 del código civil,14 en virtud

del cual rige el principio de territorialidad de la ley. Es en este ámbito donde

se presentan ciertos desafíos para nuestra legislación en materia de familia, y

en particular en derecho de alimentos.

Como resulta bien conocido, ni en los instrumentos internacionales de

Naciones Unidas, la Conferencia de La Haya o la Organización de Estados

Americanos ni en el ordenamiento jurídico chileno podremos encontrar una

definición sobre la familia. Se trata de un concepto dinámico, cuya defini-

ción podría provocar la exclusión de algún tipo de relación familiar y con
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ello, su falta de protección estatal (Sanz Caballero, S., 2006).

Los cambios en la familia repercuten en una transformación del derecho

internacional privado. Un factor de cambio es la inmigración. Con ella, per-

sonas de distintas culturas, costumbres y sociedades se trasladan a otros Es-

tados que poseen valores y sensibilidades propias. El estatuto personal se ve

fuertemente afectado por ello, pues en muchas ocasiones la regulación y los

valores en torno al matrimonio, la filiación, la monogamia, la monoparenta-

lidad, la adopción, la herencia, la relación entre los cónyuges y las responsa-

bilidades parentales, pueden colisionar entre un Estado y otro (Bouza Vidal,

N., 2007). Por ello, el derecho internacional privado busca garantizar la con-

tinuidad y permanencia de las relaciones familiares y sucesorias de aquellos

que se desplazan, teniendo en cuenta que los vínculos familiares entre per-

sonas de distintas nacionalidades y culturas exigen que las decisiones admi-

nistrativas o judiciales que sobre ellas se tomen por un Estado sean

reconocidas y ejecutadas por otro.

Sin embargo, el derecho internacional privado chileno se mantiene inal-

terable. Actualmente no contamos con una legislación que permita conciliar

la identidad cultural del inmigrante con nuestro derecho y tampoco el res-

peto a las variadas situaciones familiares o personales en que se encuentren

nuestros nacionales en el extranjero. Ello queda de manifiesto en el principio

de territorialidad de la ley consagrado en el artículo 14 del código civil chi-

leno, el cual obliga a todos los extranjeros a someterse al derecho chileno, in-

cluyendo lo referido a su estatuto personal y, por lo tanto, al derecho de

alimentos; mientras que los chilenos están sujetos al ordenamiento jurídico

chileno respecto de su estatuto personal aun cuando hayan residido en Chile

por un breve lapso de tiempo, como manda el artículo 15 del mismo código.

En consecuencia, el derecho chileno en materia de estatuto personal y

particularmente, en lo que se refiere a las obligaciones alimenticias ha op-

tado por un modelo que promueve la asimilación y la integración de los ex-

tranjeros en Chile, pues autoriza la aplicación de la ley del territorio y al

mismo tiempo, obliga a los nacionales a regirse por leyes chilenas en el ex-

tranjero sin reconocerles sus sentimientos de pertenencia al Estado o cultura

en la que residen. Al mismo tiempo, la ley chilena no resuelve cuál es la ley

aplicable en el caso de que una de las partes sea extranjera y al mismo tiempo

resida en el extranjero, como puede ocurrir en los conflictos de alimentos.
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Lo anterior, pone de manifiesto que, desde una perspectiva privatista in-

ternacional, el Estado chileno no ha adoptado medidas legales con el fin de

que los padres o las personas responsables del niño puedan proporcionarle la

asistencia material necesaria para asegurar su desarrollo, pues no resulta claro

cuál es el derecho aplicable en un conflicto de alimentos en el que deben re-

solver los tribunales chilenos. De este modo, un adolescente alemán que vivió

por diez años en Bolivia y reside actualmente en Chile, demanda ante los tri-

bunales chilenos por alimentos a su padre canadiense quien aún reside en Bo-

livia ¿qué ley se aplicará a dicho conflicto? ¿La ley chilena, la ley alemana,

la ley canadiense o la ley boliviana? ¿No debiese en estos casos introducirse

criterios en el que las partes opten por la ley aplicable, se aplique la del lugar

de residencia habitual o el estatuto personal más próximo al niño?

Como una medida relativa a la obtención de alimentos a favor de los

niños, el Estado de Chile podría adherir a la Convención Interamericana sobre

obligaciones alimentarias, que introduce reglas uniformes para la determina-

ción de la ley aplicable en la materia, y se encuentra vigente en países desde

los cuales tenemos alta inmigración, como Argentina, Bolivia, Brasil, Co-

lombia, Ecuador y Perú.15 Este convenio establece que el derecho aplicable a

las obligaciones alimenticias se regulará en el orden que a juicio de la auto-

ridad competente resulte más favorable al interés del acreedor, ya sea el or-

denamiento jurídico del Estado del domicilio o residencia habitual del

acreedor y, en segundo lugar, el del deudor.

En el mismo sentido, para aquellos conflictos que se susciten con países

pertenecientes a la Unión Europea (si bien el Convenio y su protocolo está

abierto para la ratificación y adhesión de otros países) resulta de utilidad el

Protocolo sobre ley aplicable a las obligaciones alimenticias internacionales

al Convenio de La Haya de 2007, el cual incorpora normas generales de de-

terminación de ley aplicable, así como normas especiales a favor de deter-

minados acreedores, como los niños, e incluso autoriza a las partes a designar

en cualquier momento la ley aplicable a una obligación alimenticia.
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Reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras de alimentos en

Chile

El reconocimiento y ejecución de las sentencias extranjeras en materia

de alimentos también carece de una disposición especial y, en consecuencia,

se rige por las disposiciones sobre resoluciones pronunciadas por tribunales

extranjeros, establecidas en los artículos 242 a 251 del Código de Procedi-

miento Civil, las cuales regulan el exequátur, y que designan como tribunal

competente para conocer de este asunto a la Corte Suprema de Justicia.

Lo anterior, afecta especialmente a los niños, debido a que como la ne-

cesidad de alimentos es inmediata, es necesario contar con un procedimiento

rápido y eficaz que permita reconocer y ejecutar las decisiones de otros Es-

tados respecto al derecho de los niños de recibir alimentos. El exequátur ca-

rece de la agilidad indispensable para un procedimiento que debiese ser de

urgencia, es costoso pues requiere de la presentación de copias legalizadas y

apostilladas, y emplea un procedimiento contencioso para que la parte con-

tra quien se pide la ejecución exponga lo que estime conveniente sobre la de-

cisión del otro Estado, e incluso, el tribunal puede abrir término probatorio,

antes de otorgarle fuerza obligatoria a la resolución.

De este modo, se pone en evidencia la debilidad de nuestro ordenamiento

jurídico en aspectos procesales internacionales relativos al derecho de ali-

mentos, dejando en manos de la cooperación internacional, una alternativa

para contrarrestar, en parte, las dificultades mencionadas.

Colaboración entre autoridades en materia de alimentos: Convenio

de Nueva York de 1956 sobre obtención de alimentos en el extranjero

La falta de adhesión o ratificación de tratados internacionales que esta-

blecen reglas uniformes en materia de competencia internacional, ley apli-

cable y reconocimiento y ejecución de resoluciones, perjudica a los niños en

el ejercicio de su derecho a beneficiarse de un nivel de vida adecuado.

Así, el carecer de certeza sobre el derecho aplicable en un conflicto de

obligaciones alimenticias pone dilaciones a un proceso que debiese resol-

verse con rapidez, pues el acreedor es un sujeto vulnerable que requiere de

medidas que atiendan a su protección y al reconocimiento de sus derechos.

Lucía Rizik Mulet
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Cuestión semejante puede decirse respecto del actual procedimiento de re-

conocimiento y ejecución de resoluciones judiciales. Sin embargo, en este as-

pecto, los tribunales tienen la facultad de tomar medidas más inmediatas que

subsanen algunas de las dificultades que irroga el exequátur. De este modo,

como ocurre en la sustracción internacional de menores, la Corte Suprema po-

dría dictar un autoacordado16 que acelere los procedimientos de exequátur en

los que el acreedor de alimentos sea un niño o adolescente, dándosele priori-

dad para su resolución frente a otro tipo de sentencias extranjeras.

Un autoacordado se justifica en la necesidad de otorgarle eficacia al prin-

cipio de interés superior del niño, establecido en el artículo 3 de la CDN, el

cual impone el deber de considerar que la situación jurídica en la que se en-

cuentra el niño, en este caso, como acreedor de alimentos, relevando la pro-

tección especial de sus derechos, sin considerar su nacionalidad o su lugar de

residencia. Junto con este principio, concurre el derecho a un nivel de vida

adecuado (artículo 27 CDN), el derecho a la salud (artículo 24), el derecho a

la educación (artículo 28 CDN), el respeto a la responsabilidad, los derechos

y los deberes de los padres (artículo 5 CDN) y el reconocimiento del princi-

pio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la

crianza y desarrollo del niño (artículo 18 CDN).

Teniendo en cuenta lo anterior, resulta necesario ahora recoger las alter-

nativas que proporciona el Convenio de Nueva York, y con ello establecer si

este contribuye a garantizar que los padres o las personas responsables eco-

nómicamente del niño costeen la pensión alimenticia o, por el contrario, su al-

cance es más bien restringido.

Cuestiones generales sobre el Convenio

El Convenio, fue adoptado en el marco de la Conferencia de Naciones

Unidas, convocada por el Consejo Económico y Social del 17 de mayo de

1955, y se encuentra en vigor en Chile desde el 23 de enero de 1961.

Más de 40 países son parte de él,17 sin embargo Estados como Perú o Es-

tados Unidos no son actualmente parte del Convenio, lo que sin duda acre-

cienta las dificultades de los niños para acceder al cobro de la deuda

alimenticia entre estos países y Chile. Lo anterior, es especialmente relevante

para los derechos de niños residentes en Perú y Chile, teniendo en cuenta que
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Perú es la principal comunidad residente en Chile, alcanzando un 31,7% en

el año 2014, según información del Departamento Extranjería y Migración

del Ministerio del Interior y Seguridad Pública (Ministerio del Interior y Se-

guridad Pública, 2015).

Como es bien conocido, el Convenio establece la colaboración entre au-

toridades centrales con el propósito de facilitar la obtención de alimentos

entre personas que se encuentran en distintos Estados, evitando así que el

acreedor se traslade al país en que se encuentra el deudor (Castellanos Ruiz,

E., 2011) (Carrascosa González, J. 2013).

Al respecto, el origen del Convenio se atribuye a la necesidad de dar res-

puesta satisfactoria a dos supuestos: a) Los denominados hijos de la guerra, de-

bido a que una “multitud de reclamaciones de alimentos por parte de mujeres

e hijos de los soldados que combatieron la Segunda Guerra Mundial y que se

dirigían contra éstos, no tenían éxito” (Carrascosa González, J. 2013); b) Hijos

y cónyuges inmigrantes, pues “en muchos casos, los deudores de  alimentos

se trasladan a otros países y dejan de satisfacer las cantidades a las que están

obligados en virtud de una obligación de alimentos bien ex lege, bien por sen-

tencia judicial, bien por contrato” (Carrascosa González, J., 2013).

Sin duda, el Convenio intenta abordar el problema humanitario que se

genera cuando personas sin recursos que tienen el derecho de obtener ali-

mentos de otras que se encuentran en el extranjero, y en las dificultades del

cobro de las mismas. La ventaja de un convenio de cooperación es que con-

tribuye a garantizar la efectividad de los derechos del niño como acreedor de

alimentos, mediante el auxilio y la colaboración que los Estados se brindan

entre sí, con el objeto de resolver obstáculos difíciles de sortear para el acre-

edor que se encuentra en el extranjero, como la interposición de demandas de

solicitud o reconocimiento entre otros Estados, la adopción de medidas de

ejecución, y la remoción de los límites a las transacciones económicas im-

puestas por disposiciones relativas a la circulación de divisas y capitales (Fer-

nández Rosas, J. C. y Sánchez Lorenzo, S. 2013). Al respecto, se ha destacado

que las disposiciones de este Convenio son complementarias e integradoras,

pues admiten el diálogo entre ordenamientos (Etel Rapallini, L., 2011). De ahí

que su finalidad sea la obtención de alimentos a través de autoridades cen-

trales (Rodríguez, S., 2006), y no directamente por el acreedor.
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De las disposiciones del Convenio se derivan una serie de principios que

rigen su aplicación, dentro de los cuales se ha destacado el principio de buena

fe (artículo 4), el principio de igualdad (artículo 9 núm. 1°), la asistencia ju-

rídica gratuita (artículo 4 núm. 3°), la eliminación de la garantía del arraigo

en  juicio o caución (artículo 9 núm. 2°) y, la gratuidad en las actuaciones de

las autoridades (artículo 9 núm. 3°) (Rodríguez, S., 2006). Puede agregarse

también el deber de información, radicado en la Institución Intermediaria, y

en virtud del cual, debe mantener convenientemente informada a la Autori-

dad Remitente; y la motivación de las actuaciones tanto del solicitante como

de las autoridades centrales, de conformidad a lo establecido en la letra c) del

artículo 3 núm. 4°, artículo 4 núm. 3° y artículo 6 núm. 2°.

En cuanto al ámbito de aplicación del Convenio, hay que precisar tres as-

pectos. En primer lugar, como se trata de un convenio de reciprocidad, el ám-

bito de aplicación espacial exige que tanto el acreedor como el deudor de

alimentos se encuentren en Estados Partes, aunque sin importar si tienen su

domicilio o residencia habitual en ellos. En definitiva, basta la mera presen-

cia (Castellanos Ruiz, E., 2011) aunque no pasajera (Calvo Caravaca, A. y Ca-

rrascosa González, J., 2004); (Carrascosa González, J., 2013).En segundo

lugar, en lo relacionado con el ámbito de aplicación material, el litigio debe

versar sobre obligaciones alimenticias internacionales, con independencia de

la nacionalidad de las partes y de la relación jurídica entre personas en cuya

virtud se exigen los alimentos (Rodríguez, S., 2006). Desde esta perspectiva,

el Convenio cubre los alimentos entre personas vinculadas por parentesco o

matrimonio, las originadas convencionalmente entre las partes y también

aquellas que surjan entre parejas de hecho, o cónyuges del mismo sexo. Al

respecto se afirma que si bien no se señala qué obligaciones alimenticias se

incluyen, de los trabajos preparatorios se pueden encuadrar las obligaciones

alimenticias ex lege, las derivadas de relaciones entre ascendientes y descen-

dientes y las que se derivan entre los cónyuges, excluyéndose las obligacio-

nes alimenticias entre colaterales (Castellanos Ruiz, E., 2011).

Finalmente, respecto al ámbito de aplicación temporal de Convenio, como

nada dice sobre la retroactividad de sus normas, de conformidad con el artículo

28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados del 23 de mayo

de 1969, éste no podría aplicarse retroactivamente, por lo que conforme al artí-

culo 14 del Convenio de Nueva York, su entrada en vigor será treinta días des-

pués de que el Estado Parte deposite su instrumento de ratificación o adhesión.
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El proceso colaborativo entre Autoridades e Instituciones interme-

diarias

Dos son los organismos a través de los cuales se lleva a cabo la coopera-

ción entre los Estados partes. Uno, la Autoridad Remitente, es la encargada de

transmitir la solicitud y los documentos de la reclamación de alimentos reali-

zada por el acreedor a la Institución Intermediaria del Estado del demandado.

El otro, la Institución Intermediaria, es la representante del acreedor en el Es-

tado donde reside el deudor de alimentos, evitando así que el acreedor de ali-

mentos tenga que trasladarse al país donde se encuentra el deudor para ejercitar

una acción de alimentos u obtener el exequátur de una sentencia.

Para que la Institución Intermediaria pueda representar al acreedor, el ar-

tículo 6 ordena que se le otorguen las facultades que éste le confiera, y de

este modo, tomar todas las medidas apropiadas para obtener el pago de ali-

mentos, incluida la transacción, pudiendo también iniciar o proseguir una ac-

ción de alimentos y hacer ejecutar cualquier sentencia, decisión u otro acto

judicial. Lo anterior, posibilita que la Institución Intermediaria intente medios

alternativos de resolución de conflictos, de manera paralela a la interposición

de una acción judicial o administrativa, un atributo que puede beneficiar al

alimentario, al contar con un método adicional para fijar el monto y el cobro

de los alimentos.

Si bien en Chile la mediación familiar tiene carácter previo a la interpo-

sición de la demanda en las causas relativas al derecho de alimentos, en la

práctica de la Corporación de Asistencia Judicial Metropolitana (Autoridad

Remitente e Institución Intermediaria en Chile), y algunas sentencias, nos

muestran que este paso previo puede omitirse, debido a la urgencia y grave-

dad que revisten este tipo de casos.18 En Chile, desde el año 2010, y hasta no-

viembre del 2016, la Corporación de Asistencia Judicial, ha recibido 258

solicitudes. De ellas, 173 solicitudes se encuentran actualmente vigentes.19

El procedimiento de colaboración entre Autoridad Remitente e Institu-

ción Intermediaria se inicia con la solicitud que realiza el acreedor de ali-

mentos a la Autoridad Remitente, y que según señala el artículo 3 núm. 4° del

Convenio, debe ajustarse a la ley del Estado de la Institución Intermediaria,

sin perjuicio de expresar, a lo menos: “a) El nombre y apellido del deman-

dante, su dirección, fecha de nacimiento, nacionalidad y ocupación, y, en su
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caso, el nombre y dirección de su representante legal; b) El nombre y apellido

del demandado y, en la medida en que sean conocidas por el demandante, sus

direcciones durante los últimos cinco años, su fecha de nacimiento, naciona-

lidad y ocupación; c) Una exposición detallada de los motivos en que se funda

la pretensión del demandante y del objeto de ésta y cualesquiera otros datos

pertinentes, tales como los relativos a la situación económica y familiar del

demandante y el demandado”.

La solicitud es acompañada de los documentos pertinentes, un poder para

que la Institución Intermediaria pueda actuar en nombre del acreedor, una fo-

tografía del acreedor de alimentos, y si es posible, una fotografía del deudor.

Una vez realizada la solicitud por parte del acreedor, la Autoridad Remi-

tente deberá cerciorarse de que tanto ésta como los documentos pertinentes

reúnen los requisitos de forma de acuerdo con la ley del Estado del deman-

dante, transmitiéndoselos a la Institución Intermediaria del Estado del deudor,

pudiendo rechazarla si considera que la solicitud no ha sido formulada de

buena fe (artículo 4 núm. 1). Asimismo, la Autoridad Remitente podrá hacer

saber a la Institución Intermediaria de su opinión sobre los méritos de la pre-

tensión, y realizar recomendaciones sobre la concesión de asistencia jurídica

gratuita y exención de costas (artículo 4 núm. 2).

Asimismo, podrá iniciarse un proceso a través de una acción de alimen-

tos, en el país donde se encuentre el deudor, si “las normas del derecho in-

ternacional privado del país donde se halla el acreedor de alimentos otorgan

competencia judicial internacional a los tribunales de  dicho  Estado” (Cas-

tellanos Ruiz, E., 2011). En este supuesto, la ley aplicable a la resolución de

las acciones de alimentos y de toda cuestión que surja con ocasión de las mis-

mas será la ley del Estado del demandado, inclusive el derecho internacional

privado, por lo que estamos frente a una disposición que resuelve un con-

flicto de sistemas (Calvo y Carrascosa, 2004).

Durante el proceso para la obtención de alimentos, están admitidos los

exhortos o cartas rogatorias (artículo 7), cuando ambos Estados los contem-

plen, para obtener más pruebas, documentales o de otra especie, procedi-

miento en el que intervienen la Institución Intermediaria, la Autoridad

Remitente correspondiente y el demandado, estableciéndose plazos de hasta

cuatro meses de recibido un exhorto por la autoridad requerida solo para que

Revista de la Facultad de Derecho, No. 43, jul.-dic. 2017, 169-197

ISSN 0797-8316 / eISSN 2301-0665 / http://dx.doi.org/10.22187/rfd2017n2a7



189Las obligaciones alimenticias internacionales en favor de los niños...

ésta explique las razones a que obedezca la demora o falta de cumplimiento

en la diligencia del mismo (artículo 7 letra c). Lo anterior da cuenta de la

falta de armonía de los plazos fijados por el Convenio con el estado actual de

las comunicaciones y la tecnología para la tramitación de distintos medios

de prueba, cuestión limita la efectividad y celeridad con que deben tutelarse

los derechos de alimentos de los niños. Asimismo, el Convenio establece dos

causales para negar la tramitación del exhorto, por un lado, la falta de auten-

ticidad del documento, y por otro, la consideración del Estado en cuyo terri-

torio a de diligenciarse el exhorto de que la tramitación del documento

menoscaba su soberanía o su seguridad (artículo 7 letra e) núm. 2), dando

lugar incluso al reembolso de derechos o costas.

El procedimiento se torna aún más complejo si es que un tribunal chileno

decide practicar diligencias en el extranjero, pues deberá recurrir a la vía di-

plomática, establecida en el artículo 76 del Código de Procedimiento Civil,

dirigiéndose al funcionario en el exterior que deba intervenir por medio de la

Corte Suprema de Justicia, quien enviará dicha comunicación al Ministerio

de Relaciones Exteriores, para que sea éste organismo quien de curso de con-

formidad con los tratados internacionales vigentes y las reglas que haya adop-

tado el propio Gobierno. Si el exhorto o carta rogatoria emana de un tribunal

extranjero para cumplirse en Chile, deberá seguirse el mismo procedimiento.

Finalmente, la ejecución de sentencia, resolución u otro acto judicial, se

llevará a cabo de conformidad a las disposiciones sobre reconocimiento y

ejecución de resoluciones judiciales de cada país. Para el cumplimiento de la

obligación, el Convenio dispone que deba priorizarse la transferencia de fon-

dos desde o hacia el extranjero, destinados al pago de alimentos cuando los

Estados establezcan restricciones a ellas. Sin embargo, no incorpora meca-

nismos que faciliten el pago de los mismos, ni aun cuando las restricciones

no sean excesivas.

Al respecto, basta recordar que en Chile el envío de dinero a una cuenta

bancaria en el extranjero o realizar operaciones como remesas, pagos o tras-

lados de fondos al exterior, ingresos de fondos del exterior u operaciones que

impliquen disposición de fondos en el exterior, puede estar afecto a impues-

tos y comisiones bancarias que encarecen la obligación de alimentos si la

comparamos con una obligación de alimentos de carácter nacional. Al mismo

tiempo, la ejecución de medidas de apremio para obtener el pago, puede tor-
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narse compleja cuando el niño reside en el extranjero, el deudor en Chile y su

remuneración o ingresos son percibidos en un tercer país.

Conclusiones

1. Las nuevas situaciones sociales derivadas de la migración, han propi-

ciado la conformación de familias diversas y multiculturales, las cuales pue-

den encontrar en el derecho internacional privado un mecanismo para impulsar

las transformaciones jurídicas en el orden nacional, que impliquen el respeto por

parte del Estado de la ley nacional del extranjero, la de su residencia habitual o

la que lo identifique en todo aquello concerniente a su estatuto personal.

2. Las fuentes de derecho internacional privado en materia de obligacio-

nes alimenticias internacionales en Chile son escasas. Lo anterior, plantea

desafíos para el cumplimiento del compromiso contraído al suscribir la CD

de promover la adhesión a todos los acuerdos y tratados internacionales o bi-

laterales apropiados relacionados con el cobro de la pensión alimenticia desde

el extranjero. Por otro lado, nos muestra también el escaso interés del legis-

lador por resolver los problemas derivados de la conformación de familias

internacionales.

3. El único convenio vigente en la materia es de cooperación, por lo que

no contamos con reglas uniformes en materia de competencia judicial inter-

nacional, ley aplicable y reconocimiento y ejecución de resoluciones judi-

ciales, lo que dificulta el cobro de la obligación alimenticia, limita el ejercicio

del derecho del niño a un nivel de vida adecuado, y no contribuye a que el Es-

tado asegure el pago de la misma por parte de las personas responsables del

niño. Asimismo, el procedimiento establecido en el Convenio no cuenta con

plazos breves ni perentorios para el cumplimiento de diligencias, ni estimula

la priorización en el tratamiento judicial de este tipo de casos. Finalmente, el

trabajo de la Autoridad Remitente y la Institución Intermediaria, no está su-

jeto a plazos ni se establecen mecanismos actualizados que contribuyan a que

el procedimiento para el cobro sea rápido y eficaz.

4. El Convenio no establece reglas relativas a la transferencia de fondos

desde y hacia el extranjero. Lo anterior, afecta al monto de la obligación y a

su pago efectivo, lo que redunda, una vez más, en la afección del derecho del

niño a un nivel de vida adecuado.
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1 Ya en la Convención de Derecho Internacional Privado de La Habana de

1928, que dio origen al Código de Derecho Internacional Privado, se incluyó

a las obligaciones alimenticias en el Capítulo 6 denominado “Alimentos entre

Parientes”.

2 El concepto de “elemento extranjero”, hace referencia a los factores que pue-

den vincular un determinado litigio a diversas legislaciones.

3 Según la taxonomía de necesidades infantiles y adolescentes de Ochaita y Es-

pinoza, las necesidades de salud física comprende, entre otros, la alimenta-

ción, la vivienda y la higiene, mientras que la autonomía requiere de la

satisfacción de necesidades psicológicas y sociales. De este modo, la teoría ex-

plicativa de las necesidades sirve de base para justificar los derechos del niño.

(Ochaíta y Espinoza, 2004).

4 El año 1987, en el Grupo de Trabajo para la redacción del texto de la Con-

vención sobre los Derechos del Niño, el representante de Finlandia, con el

apoyo de los Países Bajos y Noruega propuso incluir el cobro de pensiones ali-

menticias en el extranjero, discusión que se desarrolló incluso antes de la pro-

puesta sobre incluir una referencia al cobro de pensiones alimenticias en el

propio Estado (Naciones Unidas, 2007, párr. 126).

5 Otras legislaciones sí establecen un concepto de alimentos. Así, por ejemplo,

Notas
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el artículo 142 del Código Civil español señala que: “Se entiende por ali-

mentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido y

asistencia médica. Los alimentos comprenden también la educación e ins-

trucción del alimentista mientras sea menor de edad y aún después cuando

no haya terminado su formación por causa que no le sea imputable”.

Entre los alimentos se incluirán los gastos de embarazo y parto, en cuanto no

estén cubiertos de otro modo.

6 Art. 321. Se deben alimentos: 1º. Al cónyuge; 2º. A los descendientes; 3º.

A los ascendientes; 4º. A los hermanos, y 5º. Al que hizo una donación cuan-

tiosa, si no hubiere sido rescindida o revocada.

La acción del donante se dirigirá contra el donatario.

No se deben alimentos a las personas aquí designadas, en los casos en que una

ley expresa se los niegue.

7 Es necesario señalar que esta disposición ha sido objeto de críticas por al-

gunos autores. Juan Andrés Orrego ha señalado al respecto que “la posición

social del alimentario no es un factor que deba considerarse para determinar

la cuantía de los alimentos (…) Estos cuestionamientos son especialmente

importantes, cuando quien demanda alimentos es un menor. Si examinamos

las normas de la Convención sobre los Derechos del Niño, puede observarse,

en primer lugar, que en su artículo 2 se advierte que deben respetarse los de-

rechos que la Convención asegura a todo niño, sin importar, entre otros fac-

tores, su origen social o su posición económica, debiendo los Estados Partes

adoptar todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se vea pro-

tegido contra toda forma de discriminación, entre otros factores, por causa de

su condición” (Orrego, J. A. , 2009).

8 Así lo dispone el artículo 3 inciso 1 de la ley núm. 14.908, sobre abandono

de familia y pago de pensiones alimenticias.

9 El artículo 8 ley sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenti-

cias dispone que “Las resoluciones judiciales que ordenen el pago de una pen-

sión alimenticia, provisoria o definitiva, por un trabajador dependiente

establecerán, como modalidad de pago, la retención por parte del empleador.

La resolución judicial que así lo ordene se notificará a la persona natural o ju-

rídica que, por cuenta propia o ajena o en el desempeño de un empleo o cargo,
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deba pagar al alimentante su sueldo, salario o cualquier otra prestación en di-

nero, a fin de que retenga y entregue la suma o cuotas periódicas fijadas en ella

directamente al alimentario, a su representante legal, o a la persona a cuyo

cuidado esté”.

10 Sobre la intervención pública en la protección de los niños y el respeto a la

vida familiar, y la protección jurisdiccional de menores en situación de riesgo

y desamparo, puede consultarse Serrano Masip, M (2013) y Lázaro González,

I. (2011).

11 Al respecto, se ha destacado que, si bien casi todos los ordenamientos jurí-

dicos establecen una sanación positiva respecto a la obligación alimenticia

entre parientes, “resulta especialmente complejo en el Derecho Internacional

Privado. En efecto, la pluralidad de leyes en presencia agrava las dificultades

de reglamentación”. (Villarroel, C., y Villarroel, G., 2015).

12 Al respecto, Carola Canelo explica que “un análisis del sistema jurídico chi-

leno y entendiendo el sentido del Código (Orgánico de Tribunales), la finali-

dad del artículo 5º es simplemente señalar cuáles son los tribunales

competentes en Chile, para resolver los asuntos que se promuevan en su te-

rritorio, cualquiera sea la naturaleza del asunto o la calidad de las partes, y no

resolver un conflicto de competencia internacional (…) Otra prueba de la ca-

rencia de reglas de competencia internacional en Chile es que en caso de con-

tiendas de competencia (es decir, cuando dos o más tribunales se consideran

competentes o igualmente incompetentes para resolver un asunto) el Código

Orgánico de Tribunales establece mecanismos de solución sólo a nivel local”

(Canelo, C., 2014) (Ramírez Necochea, M., 2013).

Ahora bien, en el ordenamiento jurídico chileno existen normas de derecho in-

terno que regulan la competencia judicial internacional en materias particula-

res del derecho civil, por ejemplo el artículo 148 del Código Orgánico de

Tribunales, establece el juez competente para conocer del juicio de petición

de herencia, del de desheredamiento y del de validez o nulidad de disposicio-

nes testamentarias, de las diligencias judiciales relativas a la apertura de la

sucesión, formación de inventarios, tasación y partición de los bienes que el

difunto hubiere dejado.

13 Sobre esta discusión doctrinal, véase: (Canelo, C., 2014)(Ramírez Neco-
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chea, M., 2013)(Monsálvez Müller, A., 2010)

14Artículo 14: La ley es obligatoria para todos los habitantes de la República,

incluso los extranjeros.

15 También se encuentra vigente en Belize, Costa Rica, Guatemala, México,

Panamá, Paraguay y Uruguay.

16 De acuerdo a Squella, “los autoacordados emanan no de las autoridades po-

líticas ni administrativas, sino de los tribunales superiores de justicia, y con-

tienen normas jurídicas de carácter general que tienen la finalidad de conseguir

una eficaz y expedita administración de justicia. Por lo mismo, no pueden ser

entendidos como expresión de la función jurisdiccional que compete a los tri-

bunales de justicia, sino tal vez como manifestaciones legislativas de los tri-

bunales superiores de justicia, por medio de las cuales estos últimos, y en

especial la Corte Suprema, regulan determinadas materias que en rigor ten-

drían que ser normadas por medio de leyes”. (Squella,A., 2011, 351).

17 Son parte de la Convención al mes de noviembre de 2016: Argelia, Argen-

tina, Australia, Austria, Barbados, Belarus, Bélgica, Bosnia y Herzegovina,

Brasil, Burkina Faso, Cabo Verde, República Centroafricana, Chile, Colom-

bia, Croacia, Cyprus, Czechia, Dinamarca, Ecuador, Estonia, Finlandia, Fran-

cia, Alemania, Grecia, Guatemala, Haití, Holy See, Hungría, Irlanda, Israel,

Italia, Kazakhstan, Kyrgyzstan, Liberia, Luxemburgo, México, Mónaco,

Montenegro, Marruecos, Holanda, Nueva Zelanda, Nigeria, Noruega, Pakis-

tan, Filipinas, Polonia, Portugal, República de Moldova, Romania, Serbia,

Seychelles, Eslovaquia, Eslovenia, España, Sri Lanka, Suriname, Suecia,

Suiza, Macedonia, Túnez, Turquía, Ucrania, Reino Unido, Uruguay.

18 Sobre mediación familiar en las obligaciones alimenticias internacionales

en Chile, consúltese Zarricueta, J. F. (2015).

19 Información de la Corporación de Asistencia Judicial de la Región Metro-

politana, obtenida a través del sistema electrónico de transparencia activa.
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